	


 

SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


El ciudadano ALEXIS JOSÉ LAMEDA TUDARES, representado por los abogados Levi Darío Hernández Nava, Elsa Beatriz Araujo, Leandro José Labrador Ballesteros y Carmen Luisa Durán demandó, a la sociedad mercantil BAROID DE VENEZUELA, S.A., representada por los abogados Daniel J. Galvis Dellán, Werner Hamm Abreu, Francesca Di Cola, Mónica Silva Portillo y Rina Pansini, por estabilidad laboral, ante el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.
 

El Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, dictó sentencia definitiva el 12 de agosto de 2002, en la cual declaró con lugar la solicitud, confirmando la decisión del a-quo.

 


Interpuesto el recurso de control de la legalidad contra la decisión de Alzada por la parte accionada, fue admitido por esta Sala de Casación Social. Concluida la sustanciación del recurso sin que la parte actora consignara su contestación, se fijó la audiencia oral, pública y contradictoria para el día 13 de febrero de 2002, bajo la ponencia del Magistrado Omar Mora Díaz.

 


Siendo la oportunidad legal para ello, pasa esta Sala a decidir el recurso ejercido en los siguientes términos:

 

- I -

 


Alega el recurrente que la sentencia proferida por el Juzgado Superior es contraria al orden público por la violación del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, expresando que “este dispositivo exige que la sentencia contenga, entre otros requisitos, los motivos de hecho y de derecho de la decisión”.

 


La Sala observa:

 


La motivación, según ha establecido la doctrina de este Alto Tribunal, debe estar constituida por las razones de hecho y de derecho que dan los jueces como fundamento del dispositivo. Las primeras formadas por el establecimiento de los hechos con ajustamiento a las pruebas que las demuestran; y las segundas, las aplicación de los preceptos legales y los principios doctrinarios atinentes.

 


Por su parte, el vicio de inmotivación por infracción del ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, ocurre cuando el fallo no establece los motivos de hecho y de derecho en los cuales fundamenta su decisión, adoleciendo en consecuencia de uno de los requisitos esenciales que toda sentencia debe contener por expresa disposición de la norma mencionada.

 


Ahora bien, reiteradamente se ha sostenido por la doctrina de este Tribunal, que la motivación errada o los motivos escasos o exiguos, no configuran el vicio señalado por el recurrente, pues, para que ello ocurra debe producirse una falta absoluta o total de fundamentos.

 


En el caso bajo estudio, evidencia la Sala a partir de un minucioso examen de la sentencia recurrida, que la Juez de Alzada sí expresó las razones que la llevaron al convencimiento de que hubo una prestación de servicio por parte del actor que lo vinculó laboralmente con la empresa. En tal sentido, estableció lo que de seguida se transcribe:

 

“En razón del examen de las pruebas aportadas por el actor que anteceden, resulta por demás curioso, a juicio de esta Sentenciadora, que no obstante existen en la actualidad en los archivos de este Superior Tribunal, un considerable número de causas en curso cuyas pretensiones están constituidas en su mayoría por solicitudes de Calificación de Despido incoadas por igual número de trabajadores, quienes alegan haber prestado servicios para la reclamada y posteriormente haber sido despedidos por el mismo ciudadano Hermes Sierra en la misma fecha, todo lo cual es sabido por esta Juzgadora por estar revestidos tales hechos de notoriedad judicial, como lo establece la sentencia dictada por el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional en fecha 16 de octubre de 2001, con ponencia del Magistrado José Manuel Delgado Ocando, en todas sus solicitudes ha sido desconocida la relación laboral y en todas y cada una de ellas se ha alegado, por parte de la demandada, su presunción de que los trabajadores demandantes presten servicios para una subcontratista, lo que en opinión de quien expone, implica grave contradicción, habida cuenta como ya se dijo, del número de trabajadores demandantes por igual causa contra la misma empresa, y en la misma fecha existiendo por ende, la convicción en esta Juzgadora de que ciertamente, la empresa demandada ignoraba la existencia de ese significativo número de trabajadores a su servicio, aun por intermedio de una subcontratista, la cual según admite, sí le prestaba servicios a la demandada y que por ese motivo, según alega, no existió relación laboral alguna entre ésta y cada uno de los demandantes, no estando esta Alzada por lo demás, a aceptar la calificación dada por las partes a la relación que los vinculó y que aunado al incumplimiento por parte de la reclamada de la obligación prevista en el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo y el artículo 51 de su Reglamento, acarrea la procedencia de la acción interpuesta por el demandante en virtud del carácter injustificado del despido del cual fue objeto. Así se declara”.

 

 

 

Adicionalmente, el extracto de la decisión supra transcrita, revela como una vez establecida la relación de trabajo, se formula el razonamiento que da resolución al conflicto planteado, a partir de la aplicación de los preceptos normativos contenidos en los artículos 116 de la Ley Orgánica del Trabajo y 51 de su Reglamento, que califica al despido como injustificado ante el incumplimiento de las obligaciones en ellos establecidas.

 

Como consecuencia de lo antes expuesto, la Sala declara improcedente la denuncia fundada en el ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto el fallo cumple con la finalidad de resolver la controversia con las suficientes garantías para las partes, en cuanto al control de su legalidad. Así se decide.

 

- II -

 

Alega el recurrente la violación del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, norma sobre la cual sostiene, que bajo el criterio de esta Sala de Casación Social está orientada por el orden público.

 


Para decidir, la Sala observa: 
 

A partir de la decisión de fecha 15 de marzo de 2000, en el juicio seguido por Jesús Henríquez Estrada contra la empresa Administradora Yuruary C.A., la Sala estableció el alcance del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo.
 

En efecto, el artículo 68 antes mencionado, establece la forma y el momento en que debe ser contestada la demanda en el proceso laboral, cuándo se invierte la carga de la prueba y cuáles de los hechos alegados por el actor se tendrán por admitidos.
 

De la interpretación dada al referido artículo se ha sostenido que “quedarán admitidos todos aquellos hechos alegados por la parte accionante en su libelo, que el respectivo demandado no niegue o rechace expresamente en su contestación, o cuando no haya fundamentado el motivo del rechazo, aunado al hecho de que tampoco haya aportado a los autos en la oportunidad legal, alguna prueba capaz de desvirtuar dichos alegatos del actor, caso en el cual el sentenciador deberá declararlos admitidos”.

 

En el caso de autos, la sentencia recurrida luego de establecer los alegatos expuestos por el actor en su libelo, en el cual hizo referencia, entre otros, a que desempeñó el cargo de obrero en la sede de la empresa reclamada desde el 15 de febrero de 1997, hasta que fue injustificadamente despedido, mediante comunicación del ciudadano Hermes Sierra, en su carácter de Supervisor de Planta, en fecha 30 de agosto de 2000, estableció que la parte accionada en su escrito de contestación negó la existencia de la relación laboral, negando asimismo que tal relación haya terminado como consecuencia de un despido injustificado, “admitiendo imaginar que mediante la prestación de servicios para una subcontratista, que a su vez prestaba servicios a la demandada, sin haber hecho la notificación pertinente, admitiendo así mismo que el ciudadano Hermes Sierra, mencionado por la parte actora en su solicitud de calificación de despido, prestó servicios para la accionada como Gerente de Planta”.
 

De lo expuesto se desprende, que la demandada efectivamente negó la existencia de la relación laboral, no obstante, al alegar como defensa de fondo que imaginaba que tal vez, pero sin tener la certeza, de que el actor trabajara para una subcontratista que a su vez la prestaba servicios a Baroid de Venezuela, C.A., tácitamente aceptó la prestación personal del servicio, por cuanto tal argumento debió ser motivado de una manera más profunda, es decir, demostrar la circunstancia de tiempo, modo y lugar de la existencia de las subcontratistas. 
 

Así, dicha aceptación de la prestación personal de servicio aunado al hecho de que la empresa no aportara al proceso las pruebas que demostraran que el actor trabajó para una subcontratista, y no le fue notificado, tal como expone en el escrito de contestación, no hace incurrir a la recurrida en la infracción del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, pues, la carga de probar el hecho alegado le correspondía a la accionada, a fin de desvirtuar los alegatos del actor.
 

En consecuencia, se declara improcedente la presente denuncia. Así se decide.
 
- III -
 

Señala el recurrente la infracción por la recurrida de los artículos 49, 54, 55 y 112 de la Ley Orgánica del Trabajo, aun cuando no se refleja expresamente en el fallo.

 

Alega que la recurrida confunde lo que por patrono, intermediario y contratista es definido en la Ley Sustantiva del Trabajo en los artículos delatados, exponiendo en tal sentido: ”...en ninguna parte de la motiva se establece que de acuerdo con los elementos probados en autos, el Juzgador concluye que las actividades del presunto contratista para quien trabaja el reclamante son inherentes o conexas con las actividades de mi representada, sino que parece considerar que por el hecho de trabajar presuntamente el reclamante para una contratista o subcontratista, ésta es un intermediario de nuestra representada y por lo tanto BAROID responde de las obligaciones de aquél, incluyendo la obligación de reenganchar, con lo cual viola los dispositivos señalados” (Resaltado del recurrente).
 

Para decidir, la Sala observa:
 

Los artículos delatados se refieren a la descripción de la categoría de intermediario o contratista, de un sujeto que intervenga en una relación laboral. Sin embargo, la sentencia recurrida no califica la condición de la posible subcontratista bajo ninguna de estas categorías, pues, no se demostró la existencia de este sujeto en la relación laboral.
 

Respecto a la violación del artículo 112 eiusdem, relativo a la estabilidad laboral, la recurrida ordena el reenganche del trabajador al servicio del patrono demandando, dado que no fue desvirtuada esa relación al no probarse la existencia de alguna subcontratista.
 

En consecuencia, se declara improcedente la presente denuncia. Así se decide.
 
- IV -
 

Finalmente, se denuncia la violación de la jurisprudencia reiterada del Tribunal Supremo de Justicia en la interpretación del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo con relación a la carga probatoria, aun cuando expresamente señala el recurrente, que no hubo pronunciamiento de la recurrida a este respecto, pero que de la forma en que fue contestada la demanda, el sentenciador debió desechar la acción, por cuanto era al trabajador a quien le correspondía probar los elementos de su pretensión.
 

Como sustento de la denuncia, cita la decisión de fecha 9 de noviembre de 2000 proferida por esta Sala de Casación Social, en la cual se señaló:
 
“También debe esta sala señalar que, habrá inversión de la carga de la prueba en el proceso laboral, es decir, estará el actor eximido de probar sus alegatos, en los siguientes casos:

 

-cuando en la contestación de la demanda el accionado admita la prestación de un servicio personal aun cuando el accionado no la califique como una relación laboral. (Presunción iuris tantum, establecida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo).

-cuando el demandado no rechace la existencia de la relación laboral, se invertirá la carga de la prueba en lo que se refiere a todos los restantes alegatos contenidos en el libelo que tengan conexión con la relación laboral... omissis)...

 

 

 


Efectivamente, la sentencia recurrida no estableció a cuál de las partes correspondía la carga probatoria, de conformidad con lo previsto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo y la reiterada jurisprudencia de esta Sala, no obstante, establece que la accionada alegó la posible prestación del servicio personal del actor a alguna subcontratista, que laboraba para ella, lo cual, la hizo asumir la carga de la prueba de ese alegato, tal como ya quedó expuesto en el capítulo segundo de este fallo, el cual se reproduce en la presente delación.

 

En consecuencia, considera la Sala que a pesar de los defectos de los que pudiere adolecer la sentencia recurrida, no se violentó groseramente el orden público laboral, ni se aprecia una violación grave de la jurisprudencia, en particular, la referida a la interpretación del artículo 68 eiusdem.
 

En razón de los criterios expuestos, se declara improcedente la denuncia. Así se decide.
D E C I S I Ó N
 

En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el recurso de control de la legalidad interpuesto contra la sentencia de fecha 12 de agosto de 2002, proferida por el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.
 


Como quiera que el Recurso no fue intentado maliciosamente, por cuanto existían motivos racionales para interponerlo, la Sala no considera pertinente sancionar al recurrente con la multa que establece el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 


Dada la naturaleza de la decisión no hay condenatoria en costas.

 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de la causa, o sea, al Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia. Particípese esta remisión al Juzgado Superior de origen ya identificado, todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.
 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,  a  los   veinte  (20) días  del  mes  de  febrero de dos mil tres. Años: 192º de la Independencia y 144º de la Federación.
El Presidente de la Sala y Ponente,
 
 
______________________________
OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
 
 
El Vicepresidente,
 
 
______________________
JUAN RAFAEL PERDOMO 
 
 




           Magistrado,
 
 
____________________________
ALFONSO VALBUENA CORDERO
 
 
La Secretaria,
 
 
_____________________________
BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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